REGISTRO DEL ESTADO CIVIL, LA PATERNIDAD RESPONSABLE E INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ
Sumario: 
1. Generalidades

2. Base constitucional

3. Legislación ordinaria

4. Comentarios

1. Generalidades.- El Registro Civil, es creado en Nicaragua por el Código Civil
, disponiéndose que habrá un Registro del Estado Civil en cada municipalidad. De acuerdo a la Ley Nº 40 y 261 “Ley de Reforma e Incorporaciones a la Ley 40 Ley de Municipio
”, se establece en el Arto. 8 que “El Registro del Estado Civil de las Persona es una dependencia administrativa del gobierno municipal y se regirá, además de lo dispuesto en la ley de materia, conforme a la directrices normativas y metodológicas que dicta el Consejo Supremo Electoral”.
De lo dicho resalta que la municipalidad nombra al Registrador y a los funcionarios de esa dependencia, además, cubre el costo de mantenimiento del Registro del Estado Civil y el pago del personal; pero, las funciones se ejercen mediante las normativas y metodologías que emite para el manejo de los libros, inscripciones y certificaciones el Consejo Supremo Electoral. En virtud del Decreto Nº 34  del 17 de Agosto de 1972, se creó el Registro Central del Estado Civil de las Personas, con asiento en la capital y el cual se nutre con todas las transcripciones de partidas que le deberán suministrar los Registros Civiles del país; por el Decreto Nº 745 “Ley de Reubicación y Regulación del Registro Central del Estado Civil
”, se estableció que el mismo iba a estar a cargo de un Registrador designado por el Ministerio de Justicia, con funciones de asesorar a los Registros del Estado Civil locales, formar el Registro Central tomando en cuenta la división política administrativa del país y expedir certificaciones en relación o literales de los asientos registrales que existan en sus oficinas; realizando las operaciones de transcripción de las partidas por el sistema de microfilm, y “sistema copiadores que más convengan” . Cuando se emite la Ley Nº 152 “Ley de identificación ciudadana”
, se traslada el Registro Central del Estado Civil de las Personas como una dependencia del Consejo Supremo Electoral, a cargo de un Director General con la atribución de dirigir y normar técnica y metodológicamente el funcionamiento de los Registros del Estado Civil de las Personas, entre otras, con su correspondiente dotación presupuestaria. 
2. Base Constitucional.- El Capítulo IV de la Constitución Política referente a los Derechos de la Familia, establece que la niñez goza de protección especial y de todos los derechos que su condición requiere, por lo cual tiene plena vigencia la Convención Internacional de los Derechos del Niño y Niña (Arto. 71), lo cual nos reconduce a dicho instrumento internacional en cuyo Arto. 7.1 establece el derecho de inscribir el nacimiento de un niño y en el Arto. 8.1 establece el derecho a la identidad y en el Arto. 18.1 el derecho a la crianza y desarrollo del niño/a mediante el pago de la pensión de alimento, si fuera el caso, de acuerdo al Arto. 27.4
, por eso es que el constituyente ha dispuesto en el Arto. 76 Cn. la obligación a cargo del Estado de crear programas para velar por los menores y en el Arto. 78 concede una especial protección a la niñez, apuntalando el derecho de investigar la paternidad y maternidad del menor; directamente conectado con estos derechos se encuentra el derecho de toda persona al reconocimiento de su personalidad y capacidad jurídica (Arto 25.3Cn.), para lo cual hay que inscribir el hecho vital del nacimiento y los otros actos jurídicos relacionados con los niños/as; en el mismo orden de ideas, el derecho a la igualdad al que alude el Arto. 27 Cn. se disminuiría si no se inscribe el nacimiento de un niño/a ya que se le privaría  de los derechos que solo podría ejercer una  vez reconocida su personalidad y capacidad jurídica. En el otro lado de la acera, de los deberes, se encuentra el deber genérico de los funcionarios públicos de responder ante el pueblo por el desempeño de sus funciones, debiendo atender y escuchar sus problemas y procurar resolverlos, en suma, la función pública se debe ejercer a favor de los intereses del pueblo. De lo cual podemos afirmar que frente a la casuística del subregistro, la necesaria mengua del mismo, para potenciar la realización de los derechos a la identidad, pasa por su necesaria inscripción en el correspondiente Registro a fin de poder promover la paternidad responsable y el resguardo de la identidad biológica, teniendo como estrella polar el interés superior de la niñez.
3. Legislación Ordinaria.-  Lo normal, en curso de la vida, es que apenas nace un ser humano sea inscrito, los Registros del Estado Civil en cada municipalidad debe proceder a prestar el servicio público de inscripción gratuita del niño(a) y proceder a la emisión del primer certificado
, también gratuito. Ese reconocimiento a su identidad conlleva el derecho a obtener una pensión de alimentos, si fuera necesario, a través de un procedimiento judicial ágil y gratuito. Pero, como todo en la vida, suelen presentarse inconvenientes, que constituyen un verdadero óbice  para la obtención de la identidad biológica y, en su caso, la pensión de alimentos. Es aquí donde entra en juego el Registro del Estado Civil como mecanismo para promover la paternidad responsable y el resguardo de la identidad biológica: sucede que si un ser humano al nacer no es inscrito durante un lapso de un año, después de acaecido el nacimiento, ya el niño no puede ser inscrito directamente  en el Registro del Estado Civil de las Personas. De acuerdo al Código Civil de 1904, no es posible la inscripción extemporánea de nacimientos en la administración pública local y estatal, se tenía que pedir, conforme al Arto. 566 y siguientes C.,  la reposición de partida de nacimiento ante un Juez de Distrito por el procedimiento sumario escrito, rindiendo las pruebas correspondientes
 , era tanta la necesidad de dar cobertura territorial a las solicitudes de reposición de partidas de nacimientos que durante el primer gobierno revolucionario del Comandante Daniel Ortega, se promulgó la Ley Nº 10 “Ley Complementaria de Reposición de Partidas de Nacimientos”
, lo trascendental de esta ley es que abrevia el procedimiento para solicitar la reposición, reduciéndola a una comparecencia oral junto con los testigos y el plazo de tres días para que el Juez dicte la resolución aprobando la solicitud de reposición de partida si cumple con los requisitos y ordenando al Registrador que la inscriba; también, por esta ley se concede la competencia a los Juzgados Locales Civiles, diseminados en todos los municipios del país, para resolver esta solicitudes; con un límite temporal de vigencia hasta 30 de Octubre de 1990; tanta importancia ha tenido esta ley que se han promulgado en distintos períodos leyes que establecen el restablecimiento o prórroga al plazo y vigencia de esta ley, tanto así que la última tiene vigencia hasta el 31 de Diciembre de 2011.
Apartando la multiplicidad de supuestos que pudieran aparecer, circunscribiéndonos a los casos de niños/as que se han inscrito normalmente durante el año correspondiente al nacimiento y a los que posteriormente realizaron la reposición de la partida de nacimiento, tenemos que para solicitar la pensión de alimento había que acudir a otra ley promulgada durante el primer Gobierno Revolucionario del Comandante Daniel Ortega Ley Nº 143 “Ley de Alimentos” 
 se estableció que los representante legales de los niños(a), en países como el nuestro por lo general son las madres con quienes habitan los niños(a) y aún los adolescentes, podían comparecer ante el Juez de Distrito a pedir en vía sumaria alimentos, concediendo ese derecho aún a aquellos hijos/as no reconocidos por los padres, en cuyo caso se habría un incidente de previo y especial pronunciamiento para investigar y determinar la paternidad
 , por no ser manifiesta la obligación de dar alimentos, fíjense bien, el legislador revolucionario se preocupó para establecer que mientras se tramitaba el juicio, incluyendo el incidente, después de la contestación de la demanda, el Juez podía imponer pensión provisional de alimento. Este incidente de investigación y determinación de paternidad, era la vía preferida por los litigantes para investigar la paternidad, pues, el procedimiento ordinario era demasiado demorado y gravoso; tal vez, con honradez hay que señalar que cuando se emitió esta Ley Nº 143, daba lugar a falsos positivos porque se acudía hasta hace unos pocos años a la prueba de serología y al comparar los tipos sanguíneos se determinaba la paternidad. Posteriormente, mediante ley se prorrogó la jurisdicción para que estos juicios de alimentos, en la cuales también se investiga la paternidad, fueran conocidos por los Juzgado Locales Civiles
.
Durante el segundo Gobierno Revolucionario se promulgó la Ley Nº 623 “Ley de Responsabilidad Paterna y Materna”
 , en virtud de la cual la madre puede comparecer ante el Registro del Estado Civil a inscribir provisionalmente al niño(a), signando al presunto padre, a quien por medio de un procedimiento administrativo se le notifica dentro de tercero día posteriores a la inscripción para que en el término de quince día comparezca a expresar lo que tenga a bien sobre la inscripción provisional, quien podrá comparecer en un plazo de un mes ante el Juzgado de Familia
 a impugnar esa inscripción administrativa, pero también puede presentarse al Registro del Estado Civil negando la paternidad pero aceptando hacerse la prueba de ADN; en caso de que no se presente en el plazo de quince día al Registro del Estado Civil se reconfirma la inscripción provisional; si se presenta y no acepta hacerse la prueba de ADN, se aplica la presunción de paternidad y se reconfirma la inscripción provisional; si se presenta y se somete a la prueba de ADN, resultando positiva, se inscribe definitivamente al hijo(a) con el apellido paterno; si la prueba es negativa se inscribe al niño(a), con el apellido de la madre. Lo novedoso de este texto legal es que se regula el valor probatorio del ADN, se establece un procedimiento administrativo para investigar tanto la paternidad como la maternidad. Así mismo, se establece un procedimiento conciliatorio en sede administrativa (ante el Ministerio de Familia) para solicitar alimento, en caso de agotarse el procedimiento conciliatorio, sin llegar a un acuerdo, queda expedita la vía jurisdiccional para pedirlos ante el Juzgado de Familia o, en su caso, ante los Juzgados de Distrito Civiles y Juzgados Locales Únicos. Subrayando que la inscripción provisional no causa estado mientras no se compruebe la paternidad. 
4. Comentario.- 
4.1. Parece obvio reconocer que el Registro Civil es la pieza clave para promover la paternidad responsable y el resguardo de la identidad biológica; que el procedimiento administrativo para inscribir provisionalmente a los niños(a) no reconocidos por los padres comporta la necesidad de especialización y capacitación del personal del Registro del Estado Civil y el aprovisionamiento presupuestario para poder llevarlo a cabo, con prevalencia del interés superior del niño(a), sin atropellar los derechos de los ciudadanos que se reputen como presuntos padres, lo que obliga, a su vez, a aprovechar las bondades de la ciencia y las técnicas (pruebas científicas de ADN y por ahora digitalización de las partidas como ideal mecanismos de resguardo). La razón de ser del municipio es de estar más cerca de los problemas de los vecinos para dar prontas soluciones, a este efecto se han desconcentrado las oficinas del Registro Civil en las unidades hospitalarias para captar los nacimientos y trasladarlos a los libros correspondientes, realizando además jornadas programadas de visitas en los barrios y comarcas, con Registros Móviles y/o Registros Auxiliares (Reglamento de la Ley Nº 623), para inscribir los nacimientos de la mayor cantidad de niños(a) posibles. 
4.2. No  menos importante es apuntar que es necesario incorporar en un solo texto jurídicos el conjunto de leyes dispersas sobre el registro  de los nacimientos durante y después del año, el procedimiento administrativo y/o judicial para los reconocimientos de hijos/as, las inscripciones provisionales de niños/as de cuya paternidad se carece al momento de inscribir y los procedimientos interadministrativos para sofocar la duplicidad y multiplicidad de inscripciones del nacimiento de una misma persona, originada en la mala aplicación de la reposición de partida de nacimiento. 
4.3. Conforme los Artos. 9 y 10 CNA, en toda medida que tomen las autoridades, de cualquier tipo que sean, deben tomar en cuenta la aplicación del interés superior del niño/a, pero como todo lo relativo a la reposición de inscripciones y modificaciones de partidas se encuentra judicializado se soslaya este principio por la falta de especialización de la jurisdicción civil y por no existir una Ley General de Registros del Estado Civil que ordene expresamente la aplicación de este principio, que no hace falta por encontrarse en una ley especial (CNA), pero que por lo general se aplica a los procesos penales de adolescentes. 
4.4. Los hechos se adelantan al Derecho, por eso es que encontramos leyes especiales que en algunas disposiciones se refieren a la reposición de las partidas de nacimiento, a la investigación de la paternidad, pero no de manera sistemática sino de forma improvisada, lo cual obstruye la debida aplicación del interés superior de la niñez.

4.5. Para un mejor aprovechamiento de la aplicación del interés superior de la niñez en el Registro del Estado Civil, se requiere echar mano a la modernización, creando una interconexión de redes informativas entre el Registro Central y los Registros del Estado Civil de cada municipio, podría ser vía intranet con servidor, para que los Registros del Estado Civil de cada municipio alimenten al Registro Central y a la vez hagan consultas de los registros ya existentes, para evitar la duplicidad de asientos, con todas las medidas y protocolos de seguridad. En consideración del Director del Registro Central, la depuración de los registros debía ser desde los Registros del Estado Civil de cada municipio hacia el Registro Central, pero no ocurre así, sino de éste hacia aquellos, por la falta de recursos.
4.6. Derecho de Registro Civil? Si la actividad y funciones de los Registros Civiles, presenta, en alguna medida, autonomía legislativa, autonomía normativa, debemos considerar al Derecho del Registro del Estado Civil una rama especializada del Derecho. Algunos funcionarios de los Registros Civiles, consideran que se debe sustraer del Código de Procedimiento Civil  y de la función jurisdiccional lo que hasta ahora se conoce como la jurisdicción voluntaria, incorporándola y adecuándola a un procedimiento meramente administrativo, lo que permitiría la agilización de los procedimientos relacionados con el Registro Civil: por economía, simplicidad y celeridad, el acceso al Registro Civil, debe ser sin acudir a otras institución sin especialización, por ser un derecho fundamental, dicho mejor los Registradores Municipales deberían conocer de las modificaciones del estado civil de las personas ya inscritas.
4.7.  El Programa Amor: producto de una coordinación entre MIFAMILIA (Gobierno Central), Registro Central (del Consejo Supremo Electoral), los Gobiernos Municipales y el Poder Judicial: el primero busca a los niños/as no inscritos, el segundo y el tercero tramitan de manera expedita las negativas de partidas, llenan los formularios de solicitudes de reposición, los Jueces tramitan las reposiciones y  los Gobiernos Municipales, a través de los Registros Municipales, inscriben y certifican gratuitamente. Es a través de este programa que el Gobierno Revolucionario ha estado, y continúa, restituyendo los derechos de los niñas/os y adolescentes, que han sido negados por los Gobiernos neoliberales anteriores desde 1990 a 2006. En este programa, El Gobierno Revolucionario ha contado con el apoyo de la UNICEF. 
� Código Civil de la República de Nicaragua promulgado el 1 de Febrero de 1904, en cuyos artículos que corren visible del 494 al 595 se regula lo relativo al estado civil, la Oficina del Registro Civil de cada municipalidad, los hechos vitales y otros que causan registro, de las certificaciones, reposición y rectificación de partida, etc.


� Publicada en la Gaceta Diario Oficial Nº 162 del 26-08-1997.


� Publicado en la Gaceta Diario Oficial Nº 150 del 08-07-1981.


� Publicada en la Gaceta Diario Oficial Nº 46 del 03-03-1993.


� Es de hacer notar que aunque existe un reconocimiento constitucional a la Convención Internacional sobre los derechos del Niño y de la Niña, éste no forma parte del bloque constitucional porque en la cúspide de nuestro sistema jurídico se encuentra la Constitucional Política, a la cual se subordina el resto de normas jurídicas (Arto. 182Cn.).


� Arto. 2, 3,7.b, 9,10 y 13 de la ley No. 287 “Código de la Niñez y la Adolescencia”, aprobado el 12-05-1998.


�� Conforme a la Ley 260 “Ley Orgánica del Poder Judicial”, publicada en la Gaceta No. 137 del 23-07-1998, son órganos jurisdiccionales: la Corte Suprema de Justica; los Tribunales de Apelaciones; los Juzgados de Distritos y los Juzgados Locales. Normalmente, un Juzgado de Distrito tiene competencia territorial en un departamento, que puede comprender varios municipios. Los Juzgados Locales tienen competencia territorial en un municipio; el inconveniente que existía era que los Juzgados de Distritos se ubicaban en aquellos municipios más importante de un departamento o que nosotros comúnmente llamamos municipio cabecera departamental porque en ésta se asientan  las delegaciones de los Ministerio de la Administración Pública Central; por el principio de especialidad o de la materia eran los Juzgado de Distrito Civil los que tenían anexa la jurisdicción para conocer la reposición de la partida de nacimiento. El Código de Procedimiento Civil del 01-01-1906, se refiere al procedimiento sumario como aquel en el que se concede al demandado un traslado de tres días contestar la demanda, ocho días para rendir pruebas y tres días para dictar sentencia, conforme el Arto. 1647 Pr. 


� Publicada en la Gaceta Diario Oficial Nº 200 del 18-10-1985.


� Publicada en la Gaceta Diario Oficial Nº 57 del 24-03-1992.


� De conformidad a los Artos. 244, 245y 247Pr., este tipo de incidente se tramita como un juicio sumario: 3 días de vistas para contestar, 8 días de pruebas y 3 para dictar sentencia.


� Arto. 2 de la Ley Nº 592 “Ley de Reformas y Adicciones a la Ley 152 Ley de Identidad Ciudadana”, publicada en la Gaceta Nº 136 del 13-07-2006.


� Promulgada el 23-10-2007.


� Actualmente en Nicaragua existen solamente cuatro Juzgados de Distrito de Familia, dos en el departamento de Managua, uno Chinandega y otro en Matagalpa.





